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Resumen: dentro del tema de justicia constitucional, a desarro-
llarse en el Congreso, en el presente trabajo se abordan las ga-
rantías constitucionales que en Guatemala sirven como medios 
procesales para ejercer el control constitucional sobre actos 
realizados por autoridades. La fuente legal del contenido del 
trabajo es la Constitución Política de la República de Guatemala 
promulgada en el año 1985 y la Ley de Amparo, Exhibición Per-
sonal y de Constitucionalidad, vigente desde 1986. Las garan-
tías constitucionales que se abordan son: la exhibición personal 
y el amparo. La estructura del trabajo presenta, una definición, 
el origen de la garantía, los requisitos para su admisibilidad y 
los casos de procedencia, y principalmente los efectos jurídicos 
que provoca su otorgamiento. La investigación busca presentar 
en forma general, la forma en la que en Guatemala se desarro-
llan los medios de control constitucional frente a actos emana-
dos de autoridad.
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Abstract: within the topic of constitutional justice, to be de-
veloped in Congress, this work addresses the constitutional 
guarantees that in Guatemala serve as procedural means to 
exercise constitutional control over acts carried out by authori-
ties. The legal source of the content of the work is the Political 
Constitution of the Republic of Guatemala enacted in 1985 and 
the Law of Amparo, Personal Exhibition and Constitutionali-
ty, in force since 1986. The constitutional guarantees addres-
sed are personal exhibition and protection. The structure of 
the work presents a definition, the origin of the guarantee, the 
requirements for its admissibility and the cases of origin, and 
mainly the legal effects caused by its granting. The research 
seeks to present in a general way, the way in which in Guate-
mala the means of constitutional control are developed against 
acts emanating from authority.
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I. Introducción, garantías constitucionales

A mediados del siglo xx, se dieron cambios significativos en los 
sistemas jurídicos constitucionales, principalmente con la imple-
mentación de Tribunales Constitucionales, que fueron diseñados 
para defender el contenido de las Constituciones, y garantizar 
que el poder público no violentara el principio de supremacía 
constitucional.1 

Guatemala no fue la excepción, y en el año 1965, con la im-
plementación de la Constitución, se creó a la Corte de Consti-

1	 Cordón Aguilar, Julio, El Tribunal Constitucional de Guatemala, Guatemala, 
Talleres, 2009, p. 47.
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tucionalidad,2 el primer tribunal constitucional especializado de 
jurisdicción privativa del continente con facultades de contralor 
de la constitucionalidad de las leyes. Con este avance, la nación 
se planteó la necesidad de mejorar sus mecanismos procesales, a 
fin de garantizar de mejor forma las instituciones y los derechos 
que el texto constitucional establecía. 

Después de un golpe de Estado llevado a cabo en 1982, la 
Constitución de 1965 quedó sin vigencia, y hubo necesidad de 
convocar a una nueva Asamblea Nacional Constituyente, para re-
dactar un nuevo texto. 

Con el apoyo del Ilustre Colegio de Abogados y Notarios de 
Guatemala, se generó un proyecto de constitución que rompió la 
tradición de incluir en el texto constitucional únicamente dere-
chos fundamentales y la organización del Estado, y se promovió 
la implementación de un bloque especializado que abordara las 
garantías constitucionales, como medios procesales para prote-
ger la Constitución desde la perspectiva formal y material, y las 
instituciones que en atención a las garantías constitucionales, ve-
laran por la defensa del orden constitucional. 

La Constitución de Guatemala decretada en 1985 se concibe 
doctrinariamente,3 en tres partes: la parte dogmática, en donde 
se encuentra configurados los derechos humanos de los habitan-
tes; la parte orgánica, que determina la estructura y organización 
de las instituciones que componen al Estado, y la parte práctica, 
que es donde se establecen las garantías constitucionales y de-
fensa del orden constitucional. 

Es en esta última parte donde la Constitución de Guatema-
la, decretada en 1985, determinó los mecanismos para el control 
constitucional de los actos del Estado, a través de la exhibición 
personal y el amparo; y de las leyes, reglamentos y disposiciones, 
a través de la inconstitucionalidad en dos modalidades. 

A continuación, se desarrollan las garantías constitucionales 
que en Guatemala buscan realizar un control constitucional so-

2	 Constitución Política de la República de Guatemala de 1965, art. 262, 
42728.pdf (oj.gob.gt)

3	 Pereira-Orozco, Alberto y Richter, Marcelo, Derecho Constitucional, 6a. ed, 
Guatemala, Ediciones de Pereira, 2011, p.166.
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bre los actos que pueden en determinado momento estar en con-
tra de la Constitución nacional.

II. Exhibición personal

La exhibición personal es una garantía constitucional, desarro-
llada en la Constitución, para proteger el derecho de la libertad 
personal y el derecho a la dignidad de la persona. Este mecanis-
mo procesal representa una herramienta sencilla y rápida, para 
garantizar que las personas individuales no sean detenidas arbi-
trariamente. Además, la exhibición personal en Guatemala pre-
senta una modalidad especial, distinta al habeas corpus, y es que 
por medio de esta se permite garantizar que una persona que se 
encuentra sufriendo vejámenes, tenga una protección de su dig-
nidad, y permite que el juez ordene que cesen los vejámenes de 
forma inmediata. 

La Ley de Amparo Exhibición Personal y de Constituciona-
lidad (en adelante Ley de Amparo), determina que la exhibición 
personal, puede ser promovida por cualquier persona sin nece-
sidad de representación alguna,4 y los medios de promoción son 
libres, puede ser en forma verbal o escrita, y no debe llenar for-
malidad alguna. El planteamiento puede realizarse ante cualquier 
tribunal con jurisdicción de la República y su trámite es sumario, 
tras el planteamiento de la garantía constitucional, el Juez ante 
quien se ha promovido, debe inmediatamente emitir un auto en 
el que se establezca:

a) Quién ordenó la detención o vejación y quién la ejecutó, indican-
do la fecha y circunstancias del hecho; b) Si el detenido ha estado 
bajo la inmediata custodia del informante o si la ha transferido a 
otro, en cuyo caso expresará el nombre de este, así como el lugar, 
tiempo y motivo de la transferencia; y c) La orden que motivó la 
detención.5

4	 Ley de Amparo Exhibición Personal y de Constitucionalidad de 1986, art. 
85, https://pdba.georgetown.edu/Parties/Guate/Leyes/Decreto1-86.pdf 

5	 Ibidem, art. 86.
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La práctica de la diligencia se deberá realizar en un plazo que 
no exceda las veinticuatro horas a partir del momento del plan-
teamiento de la acción constitucional. De esa cuenta, la acción 
procesal es una herramienta sencilla para tutelar el derecho de 
libertad personal y de la dignidad humana, cumpliendo con el 
estándar internacional establecido en la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, que en su artículo 7 numeral seis es-
tablece:  

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante 
un juez o tribunal competente, a fin de que este decida, sin demora, 
sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si 
el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados Partes cu-
yas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser 
privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal 
competente a fin de que este decida sobre la legalidad de tal amena-
za, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos 
podrán interponerse por sí o por otra persona.6 

En el desarrollo de la diligencia, el juez se apersona al lugar 
donde se presume se encuentra la persona detenida o que está 
sufriendo vejámenes. La ley faculta para que el juez que recibió 
la denuncia, delegue la práctica de la diligencia a un juez que eje-
cute la misma, si la persona se encuentra fuera de su jurisdicción, 
deberá comisionar a la autoridad que se encuentre más inmedia-
ta al lugar donde presuntamente se encuentra el detenido.7

La práctica de la diligencia es presidida por el juez ejecutor, 
quien, al apersonarse al lugar, puede auxiliarse de cualquier fun-
cionario que garantice que la diligencia cumpla su cometido. 

Como se ha relacionado, el objeto de la exhibición personal 
es determinar en primer lugar la legalidad de la detención, y pos-
teriormente determinar la condición física en la que se encuen-
tra. Como se establece en los requisitos del auto inicial, el juez 
debe requerir a la autoridad o persona que esté custodiando al 

6	 Convención Americana sobre Derechos Humanos, art. 7, https://www.oas.
org/dil/esp/1969_Convenci%C3%B3n_Americana_sobre_Derechos_Huma-
nos.pdf

7	 Ley de Amparo…, cit., art. 90.
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detenido, la justificación de la detención. Esto obviamente de-
penderá de que la persona sea hallada. Si esta situación no se da, 
el juez está obligado a buscar a la persona en todos los lugares. 

El juez ejecutor goza de todas las prerrogativas para garan-
tizar el éxito de la diligencia, empezando con la capacidad para 
ordenar la detención de las personas que impida la práctica de la 
diligencia o desobedezcan las órdenes dictadas por el juez. 

Una vez exhibida la persona frente al juez, este debe indagar 
sobre los motivos de la detención y si esta es legal o no. La valo-
ración sobre la arbitrariedad o legalidad de la detención se realiza 
en base a los parámetros que la Constitución de la República de 
Guatemala establece en el artículo sexto, el cual indica: 

Artículo 6o. Detención legal. Ninguna persona puede ser detenida 
o presa, sino por causa de delito o falta y en virtud de orden librada 
con apego a la ley por autoridad judicial competente. Se exceptúan 
los casos de flagrante delito o falta. Los detenidos deberán ser pues-
tos a disposición de la autoridad judicial competente en un plazo 
que no exceda de seis horas, y no podrán quedar sujetos a ninguna 
otra autoridad. El funcionario o agente de la autoridad que infrinja 
lo dispuesto en este artículo será sancionado conforme a la ley, y los 
tribunales, de oficio, iniciarán el proceso correspondiente.8

En caso de ser legal la detención, el juez lo hará constar en 
el acta que debe redactar, en donde indique lo acontecido en la 
práctica de la diligencia. En caso de ser ilegal la detención, la per-
sona deberá ser puesta inmediatamente en libertad, por orden 
del juez ejecutor, debiendo hacer de conocimiento esta situación 
dentro del acta correspondiente. 

Dentro del supuesto que la detención sea legal, durante la 
práctica de la exhibición personal, el juez ejecutor puede evaluar, 
si la persona se encuentra sufriendo vejámenes. Es claro que, si 
la detención fuera ilegal y la persona estuviere sufriendo vejá-
menes, será suficiente para garantizar los derechos de la perso-
na, que la misma quede en libertad para que cesen los mismos, 
sin menoscabo de las implicaciones que el juez estime dictar en 

8	 Constitución Política de la República…, cit., art. 6.
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contra de la persona o personas que mantuvieren en detención 
irregular a la persona. 

La legislación guatemalteca, permite que la garantía sea pro-
movida para garantizar la dignidad de la persona, en el sentido de 
que si a pesar de ser legal la detención, la persona se encuentra 
sufriendo vejámenes, el juez ejecutor debe pronunciarse al res-
pecto, ordenando que los mismos cesen y garantizando que el 
agraviado no vuelva a sufrirlos. 

El término vejámenes abarca una variedad de aspectos que 
pudieran constituir una vejación a la dignidad humana, el artí-
culo 19 de la Constitución Política de la República determina al-
gunas situaciones que podrían hacer viable el planteamiento y el 
otorgar una exhibición personal, tales como: 

Artículo 19. Sistema penitenciario. El sistema penitenciario debe 
tender a la readaptación social y a la reeducación de los reclusos y 
cumplir en el tratamiento de los mismos, con las siguientes normas 
mínimas: a) Deben ser tratados como seres humanos; no deben 
ser discriminados por motivo alguno, ni podrá infligírseles tratos 
crueles, torturas físicas, morales, psíquicas, coacciones o molestias, 
trabajos incompatibles con su estado físico, acciones denigrantes a 
su dignidad, o hacerles víctimas de exacciones, ni ser sometidos a 
experimentos científicos; b) Deben cumplir las penas en los lugares 
destinados para el efecto. Los centros penales son de carácter civil 
y con personal especializado; y c) Tienen derecho a comunicarse, 
cuando lo soliciten, con sus familiares, abogado defensor, asistente 
religioso o médico, y en su caso, con el representante diplomáti-
co o consular de su nacionalidad. La infracción de cualquiera de 
las normas establecidas en este artículo, da derecho al detenido a 
reclamar del Estado la indemnización por los daños ocasionados 
y la Corte Suprema de Justicia ordenará su protección inmediata. 
El Estado deberá crear y fomentar las condiciones para el exacto 
cumplimiento de lo preceptuado en este artículo.9

Como conclusión vale la pena señalar que esta garantía cons-
titucional es muy amplia y permite una reacción rápida y sencilla 
ante una detención ilegal, lo que propicia que el garantizar la li-
bertad personal y la dignidad pueda ser revisado de forma pronta 

9	 Constitución Política de la República…, cit., art. 19.
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por un Juez, quien tendrá la facultad de decretar la libertad si la 
detención fuere arbitraria, o en su caso que los vejámenes cesen.

Es atribución del juez ejecutor, dar cuenta al juez competente 
para resolver la exhibición personal, de lo acontecido en la prác-
tica de la diligencia, y de las decisiones tomadas en beneficio de 
los derechos del agraviado, debiendo remitir el expediente por el 
medio más expedito, con el fin de que, en un plazo de tres días de 
recibido el expediente, el Juzgado competente resuelva la exhibi-
ción personal, declarando con lugar o sin lugar la misma. En caso 
fuere declarada con lugar, el juez deberá realizar las considera-
ciones necesarias para sancionar penal, civil o administrativa-
mente a los responsables, y garantizar los derechos del detenido. 
En caso fuere declarada sin lugar, el juez deberá establecer si la 
persona fue exhibida o no. En caso de haber sido exhibida y esta 
estuviere detenida legalmente y sin sufrir vejamen alguno, el juez 
archivará el caso. Si, por el contrario, la persona no fue exhibida, 
se puede iniciar el procedimiento especial de averiguación,10 el 
cual incumbe a la Corte Suprema de Justicia, dirigirlo y al Minis-
terio Público y al Procurador de los Derechos Humanos, el darle 
seguimiento, a fin de establecer el paradero de la persona.

La efectividad de la exhibición personal en Guatemala ha te-
nido una evolución en beneficio de las personas, pero a raíz del 
conflicto armado interno que se vivió de 1960 a 1996, en sus 
inicios esta garantía no era respetada e inclusive era tratada con 
miedo por parte de los jueces, por el cúmulo de desapariciones 
forzosas que inclusive fueron llevadas a la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos11 por la ineficacia de la exhibición perso-
nal.

10	 El procedimiento se establece en los artículos del 467 al 473 del Código 
Procesal Penal, vigente a partir del año 1994.

11	 Esto queda demostrado en casos como: Corte IDH. Caso Edgar García y 
Familiares vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 
de noviembre de 2012. Serie C, núm. 190, párr. 143; Caso Tiu Tojín vs. Gua-
temala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 
2008. Serie C, núm. 190, párr. 26. Ambos con sentencias de fondo emitidas 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en los que evidenció 
la ineficacia de la exhibición personal durante el conflicto armado interno 
en Guatemala, en donde hubo necesidad de acudir al sistema internacional 
para buscar la tutela que no se encontró dentro del Estado. 
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Es de señalar que hoy día esta garantía constitucional, es más 
efectiva, y más utilizada, debido al sistema que impera en Guate-
mala, incluso, existen dos medidas que se le asemejan, pero que 
son más eficientes, la alerta Alba Keneth y la alerta Isabel Claudi-
na, la primera es cuando desaparece un niño y la segunda cuando 
desaparece una mujer. Con ello el Estado ha creado mecanismos 
que buscan garantizar los derechos humanos de los habitantes de 
la libertad personal y de la dignidad humana.

III. Amparo

El amparo es una garantía constitucional que posee el sistema 
jurídico de Guatemala, un alcance ilimitado para la protección de 
derechos, este alcance tiene su respaldo en la Constitución en el 
artículo 265, la cual establece:

Artículo 265. Procedencia del amparo. Se instituye el amparo con 
el fin de proteger a las personas contra las amenazas de violaciones 
a sus derechos o para restaurar el imperio de los mismos cuando 
la violación hubiere ocurrido. No hay ámbito que no sea suscep-
tible de amparo, y procederá siempre que los actos, resoluciones 
disposiciones o leyes de autoridad lleven implícitos una amenaza, 
restricción o violación a los derechos que la Constitución y las leyes 
garantizan.12

Desde la perspectiva funcional, el amparo representa el me-
dio de control constitucional más importante en relación con los 
actos que un funcionario pueda ejercer, como puede establecerse 
de la lectura del artículo antes citado, la tutela se encuentra a fa-
vor de cualquier derecho que encuentre un asidero en el sistema 
legal de Guatemala. 

En el intento de describir la forma en la que esta garantía 
opera en Guatemala, habrá que indicar algunos elementos que 
devienen del texto del artículo 265 constitucional.

En primer lugar, esta garantía la puede promover cualquier 
persona, es decir puede ser una persona individual o una perso-

12	 Constitución Política de la República…, cit., art. 265.
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na jurídica, no existe una limitación sobre la legitimación activa 
que se pretenda ejercer, salvo que existe un principio que desde 
su creación la Corte de Constitucionalidad ha sostenido de for-
ma general (con algunas excepciones que más adelante se harán 
ver) que consiste en el agravio personal y directo, con lo que el 
postulante de la acción constitucional debe ser exclusivamente 
quien pretende que se le garanticen sus derechos. De esa cuenta 
los efectos del amparo son únicamente en relación a los intereses 
y derechos de la persona solicitante. Al promotor de la acción se 
le denomina “amparista”. 

Tomando en cuenta la relevancia que tiene la promoción de 
la acción constitucional, debido a que los Tribunales constitucio-
nales no pueden actuar de oficio, en la Ley de Amparo, se esta-
bleció en el artículo 25 la posibilidad que el Ministerio Público 
y el Procurador de los Derechos Humanos, puedan promover 
acciones constitucionales, a efecto de proteger los intereses que 
les han sido encomendados, denominados intereses difusos. Así 
mismo el artículo 26, permite el planteamiento verbal del ampa-
ro, cuando el amparista sea una persona notoriamente pobre, un 
menor, un incapacitado, conminando a que sea el Procurador de 
los Derechos Humanos, quien otorgue el auxilio profesional al 
amparista, para la continuidad del amparo.

En segundo lugar, la legitimación pasiva es amplia, ya que 
cuando el artículo 265 señala que el amparo puede promoverse 
en contra de actos, resoluciones, disposiciones o leyes de autori-
dad, el constituyente le otorgó al amparo la posibilidad de pro-
mover esta acción en contra de cualquier entidad que ejerza au-
toridad, sin que ello signifique que tenga que ser un funcionario o 
empleado público. El artículo 10 de la Ley de Amparo, establece:

Artículo 10.- Procedencia del amparo. La procedencia del amparo 
se extiende a toda situación que sea susceptible de un riesgo, una 
amenaza, restricción o violación a los derechos que la Constitución 
y las leyes de la República de Guatemala reconocen, ya sea que di-
cha situación provenga de personas y entidades de derecho público 
o entidades de derecho privado.13

13	 Ley de Amparo…, cit., art. 10.
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De esa cuenta, se rompió una tradición constitucional que 
data de 1927, en donde se determinó que el amparo se debía pro-
mover únicamente en contra de funcionarios públicos. A partir 
de la implementación de la Ley de Amparo, en 1986, han sido 
numerosos los casos donde la autoridad impugnada es una en-
tidad de derecho privado, y con ello resulta ilimitado en contra 
de quien se puede promover el Amparo. La jurisprudencia de 
la Corte de Constitucionalidad ha denominado al sujeto pasivo, 
como la “autoridad impugnada”.

El sujeto pasivo dentro de un amparo es quien ha emitido el 
acto en contra del cual se promueve la acción constitucional. Este 
acto, se le denomina “acto reclamado”. La naturaleza de este acto 
es en un principio, que debe ser emitido por una autoridad que 
sus efectos provoquen una amenaza, una restricción o una viola-
ción a los derechos del amparista. El acto reclamado, encuentra 
un límite sobre su reclamo en el planteamiento del amparo, y 
es la definitividad del mismo. El amparo se presenta como un 
medio procesal de jurisdicción privativa constitucional, subsidia-
rio a la jurisdicción ordinaria, complementario a los actos que 
dentro de los procedimientos ordinarios pueden resolverse por 
medio de los recursos establecidos de conformidad con las reglas 
del debido proceso, según el área del derecho del que provengan. 

La definitividad resulta ser el principio que tiende a limitar el 
momento del planteamiento del amparo:  

Artículo 19.- Conclusión de recursos ordinarios. Para pedir ampa-
ro, salvo casos establecidos en esta ley, deben previamente agotarse 
los recursos ordinarios, judiciales y administrativos, por cuyo me-
dio se ventilan adecuadamente los asuntos de conformidad con el 
principio del debido proceso.14 

El citado artículo 265, determina que no hay ámbito que no 
sea susceptible de amparo, sin embargo, para que la acción cons-
titucional proceda, es menester que el amparista haya instado los 
medios procesales que la legislación ordinaria establece, y si a pe-
sar de haber planteado dichos recursos, la amenaza o la violación 
se mantiene, entonces se puede acudir al amparo. 

14	 Ley de Amparo…, cit., art. 19.
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El principio de definitividad se presenta como la única forma 
de depurar materialmente el amparo, sin embargo, a través de su 
jurisprudencia, la Corte de Constitucionalidad ha interpretado el 
artículo 28 de la Ley de Amparo, indicando que en los supuestos 
que se establecen en ese artículo, el amparo puede otorgarse sin 
necesidad de agotarse la definitividad, estos supuestos son vin-
culados con el riesgo de privación de la vida15 o su integridad per-
sonal, cuando la autoridad esté actuando con notoria ilegalidad.16 
Con la interpretación que el máximo Tribunal constitucional ha 
realizado, se han promovido acciones de amparo en las que se ha 
obviado el principio de definitividad, por la gravedad o ilegalidad 
del acto reclamado.

El amparo debe promoverse en un plazo de treinta días, a par-
tir de conocido el acto o de ser notificado del acto reclamado, con 
ello existe una limitación del amparo en cuanto a su planteamien-
to, ya que el amparista tiene treinta días para promover la acción 
constitucional, caso contrario será extemporáneo su reclamo.

La competencia para conocer en materia de amparo se ex-
tiende a los Tribunales de jurisdicción ordinaria tales como Juz-
gados de Primera Instancia, Salas de la Corte de Apelaciones y 
la Corte Suprema de Justicia, y la competencia la determina la 
autoridad impugnada en contra de quien se promueva la acción 
constitucional, sin embargo, existe un área concentrada hacia la 
Corte de Constitucionalidad, y es la competencia de apelación, 
ya que todo recurso que se presente en esta materia, será cono-
cido por dicha Corte, así mismo se le asignó la competencia en 
única instancia para conocer amparos que sean planteados en 
contra de la Corte Suprema de Justicia, el Presidente en Consejo 
de Ministros, y el Congreso de la República. De esa cuenta la 
Corte de Constitucionalidad, por la amplitud del amparo, tiene 
competencia para revisar por vía del amparo cualquier acción 
que realicen las máximas autoridades de los tres Organismos del 
Estado. 

15	 Por ejemplo, en procesos penales cuando el Tribunal había ordenado la 
aplicación de la pena de muerte, cuando esta estaba vigente en el país.

16	 Verbigracia, en casos donde se inscriben documentos firmados por perso-
nas que hubieren fallecido antes del otorgamiento de dicho documento.
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En relación a los objetivos del planteamiento, el artículo 265 
ya citado, determina que el amparo protege los derechos cuando 
exista una amenaza de violación, y restaura los mismos cuando la 
violación se ha consumado. Con esta consideración la sentencia 
de una acción constitucional debe ir encaminada a determinar la 
existencia o no de la amenaza, violación o restricción del derecho 
y en función de ello determinar la necesidad del otorgamiento 
de la garantía constitucional. El artículo 42 de la Ley de Amparo, 
se presenta como una norma de avanzada en relación a la tutela 
de los derechos de las personas, contiene el principio de máxima 
protección y de la interpretación extensiva, y hace proclive a que 
todo el sistema jurídico pueda sujetarse a la decisión del tribunal 
constitucional de amparo, en garantía de la tutela de los derechos 
del amparista.

Los fallos de la Corte de Constitucionalidad emitidos en for-
ma consecutiva en el mismo sentido, en tres casos diferentes, es 
de observancia obligatoria por parte de todos los Tribunales, con 
lo que se concentra en la Corte un poder de directriz sobre el 
control constitucional de todo el sistema jurídico del Estado de 
Guatemala. 

Los efectos del amparo encuentran su asidero en el artículo 
49 de la Ley de Amparo, donde se establece:

Artículo 49.- Efectos del amparo. La declaración de procedencia 
del amparo tendrá los siguientes efectos: a) Dejar en suspenso, en 
cuanto al reclamante, la ley, el reglamento, resolución o acto impug-
nados y, en su caso, el restablecimiento de la situación jurídica afec-
tada o el cese de la medida; b) Fijar un término razonable para que 
cese la demora, si el caso fuere de mero retardo en resolver, practi-
car alguna diligencia o ejecutar algún acto ordenado de antemano; 
c) Cuando el amparo hubiese sido interpuesto por omisión de la 
autoridad en la emisión de la reglamentación de la ley, el Tribunal 
de Amparo resolverá fijando las bases o elementos de aplicación de 
esta al caso concreto, según los principios generales del derecho, la 
costumbre, los precedentes para otros casos, la analogía de otros re-
glamentos y la equidad, siguiendo el orden que el tribunal decida.17

17	 Ley de Amparo…, cit., art. 49.
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Como puede determinarse, con los efectos procesales que el 
amparo contiene, su naturaleza no es de un recurso, sino de un 
proceso de conocimiento, en el que se escudriña la viabilidad de 
la suspensión del acto reclamado exclusivamente en cuanto al 
reclamante, debido a que dicho acto reclamado está amenazan-
do un derecho o restringiéndolo, en su sentido material, además 
ordena el restablecimiento de la situación jurídica afectada, o el 
cese de la medida, con lo que se le otorga una característica res-
taurativa, de derechos garantizados por una norma jurídica.

La amplitud del contenido de esta garantía constitucional, en 
relación a los derechos que puede tutelar, se ha ampliado a partir 
de la inclusión en el sistema constitucional guatemalteco, del blo-
que de constitucionalidad,18 y con ello se genera la posibilidad de 
conocimiento de violaciones de derechos contenidos en tratados 
internacionales en materia de derechos humanos, firmados y ra-
tificados por Guatemala. 

Puede observarse, que dentro de los efectos del amparo exis-
te una modalidad de esta acción que consiste en la omisión de 
hacer por parte de la autoridad, es decir la omisión de resolver, 
lo que se conoce como silencio administrativo, y frente a ello 
el literal b del artículo 49 citado, se refiere al efecto del amparo 
cuando se trata de esta modalidad en su planteamiento, en donde 
lo que se pretende es que cese la demora en resolver una petición 

18	 Dentro del expediente 1822-2011 de la Corte de Constitucionalidad, sen-
tencia de 17 de julio de 2012, el máximo Tribunal en materia Constitucio-
nal, incorporó por la vía jurisprudencial el término bloque de constitucio-
nalidad, indicando lo siguiente: “El bloque de constitucionalidad se refiere 
a aquellas normas y principios que aunque no forman parte del texto for-
mal de la Constitución, han sido integrados por otras vías a la Constitución 
y que sirven a su vez de medidas de control de constitucionalidad de las 
leyes como tal. La conceptualización del ‘bloc de constitutionalité’ surgió 
en Francia, gracias a la intervención consultiva del Consejo Constitucional 
francés en la década de los setenta y la labor investigativa doctrinal acerca 
de la justicia constitucional desarrollada, especialmente, por el profesor 
Luis Favoreau, así como la carencia de reconocimiento expreso de dere-
chos fundamentales en la Constitución que les rige desde mil novecientos 
cincuenta y ocho (1958), por lo que con esas opiniones, se integró al blo-
que de constitucionalidad la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano de mil setecientos ochenta y nueve (1789) y el Preámbulo de la 
Constitución francesa de mil novecientos cuarenta y seis (1946)”.
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planteada por el amparista, con lo que el acto reclamado será la 
omisión por parte de la autoridad en emitir una decisión sobre 
un asunto que le fue planteado. 

IV. Conclusiones

La exhibición personal es la garantía que tutela los derechos de 
libertad personal y de dignidad humana, con una amplitud mayor 
que el habeas corpus.

El amparo es la garantía general de tutela de cualquier dere-
cho que tenga su asidero en una norma jurídica vigente en Gua-
temala, y con ello busca proteger o restaurar ese derecho, cuando 
una autoridad por medio de un acto, sea la naturaleza que sea, lo 
esté amenazando, restringiendo o violentando. Su aplicación no 
tiene restricción de materia o grado, y puede interponerlo cual-
quier persona quien directamente se vea amenazada o restringi-
da en sus derechos. 

El objetivo del presente trabajo es presentar los dos medios 
de control constitucional, que en Guatemala se utilizan como ga-
rantías para la tutela de los derechos constitucionales frente al 
poder público, y como tal se presentan elementos de ambos, y 
puede representar una herramienta para realizar análisis com-
parativos con legislaciones que poseen estas garantías, en cuanto 
a sus similitudes, pero principalmente en relación a sus diferen-
cias y con ello generar criterios para mejorar tanto en Guatemala 
como en otros países, mejores formas del control constitucional. 
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